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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-003-2007-00949-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
AUGUSTO RAMÍREZ BARRERA

Demandado

:
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

Juzgado de Origen
: 
Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema                             : 
No es posible reajustar una mesada pensional con base en lo dispuesto por el inciso 3° del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, cuando la pensión fue reconocida con base en el Acuerdo 049 de 1990, sin necesidad de acudir al régimen de transición, por haber cumplido el actor los requisitos para pensionarse con anterioridad al 1° de abril de 1994. La fecha de cumplimiento de los requisitos para pensionarse determina la legislación a aplicar, no la fecha de la última cotización.
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0079
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los veinticuatro (24) días del mes de septiembre del año dos mil nueve (2009), siendo las tres y treinta de la tarde (03:30 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor AUGUSTO RAMÍREZ BARRERA en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 29 de mayo de 2009 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a  pagar en favor del señor ALONSO MARÍA GÓMEZ GIRALDO el derecho al reajuste pensional de manera retroactiva, teniendo en cuenta el promedio de los ingresos percibidos entre el 1° de abril de 1994 y el 31 de marzo de 1996, fecha de la causación del derecho y aplicando una tasa de reemplazo del 90% al IBL de ese período, con los intereses de mora, la indexación de las condenas, las costas procesales y las agencias en derecho. 

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que mediante Resolución N° 5746 del 21 de octubre de 1996 le fue reconocida la pensión de vejez, por parte del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, a partir del 31 de marzo de 1996, con apoyo en el Decreto 758 de 1990 y teniendo en cuenta un IBL de $1.934.140, correspondiente al promedio de lo devengado en los últimos 10 años de labores y una taza de reemplazo del 90%; aduce igualmente que de acuerdo al contenido de la citada resolución ha cotizado a la entidad accionada un total de 1267 semanas.

Expone que solicitó a ISS que liquidara nuevamente su pensión de vejez, con base en el promedio de las cotizaciones correspondiente al tiempo que le hiciere falta para pensionarse, esto es, con el promedio de los ingresos cotizados entre el 1 de abril de 1994 y el 31 de marzo de 1996, debidamente indexada como lo establece el Artículo 36 de la Ley 100 de 1993.
Señala el accionante que de tenerse en cuenta el promedio de ingresos expuesto en la solicitud de la reliquidación de la pensión, el valor de la primera mesada debió ser de $2.170.836.52.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos planteados en la demanda, niega otros tantos. Se opuso a todas  las pretensiones de la demanda y excepcionó  "PRESCRIPCIÓN”, “INEXISTENCIA DEL DERECHO” y las “GENÉRICAS”

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió negar todas las pretensiones de la demanda formulada por AUGUSTO RAMÍREZ BARRERA en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, condenándolo en costas en un 100% a favor de la entidad demandada.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que de acuerdo con la Resolución N° 6304 del 13 de noviembre de 1996, expedida por en Instituto de Seguros Sociales, en la cual se resolvió el recurso de reposición interpuesto contra la Resolución N° 5746 del 21 de octubre de 1996, quedó establecido con claridad que efectivamente el demandante reúne los requisitos de edad y semanas cotizadas contenidos en el Acuerdo 049 de 1990, de manera que ni siquiera es beneficiario del régimen de transición, toda vez que al entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, ya tenía dentro de su patrimonio el derecho adquirido a disfrutar de la pensión de vejez por haber cumplido los requisitos legales para pensionarse bajo los lineamientos de la ley anterior, por tal motivo no es posible reliquidar la pensión con base en la nueva ley de Seguridad Social, porque se estaría vulnerando el principio de inescindibilidad o conglobamento.

V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, la parte demandante presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que el accionante causó su derecho a pensionarse el 31 de marzo de 1996, fecha en la que realizó la última cotización al sistema, esto es, en vigencia de la Ley 100 de 1993, normatividad que en su artículo 36 estableció la aplicación de los requisitos de edad y semanas de cotización contenidos en una norma anterior y la forma de liquidar la mesada pensional.

Aduce que por razones de favorabilidad el IBL puede ser calculado con el promedio de cotizaciones realizadas entre el 1 de abril de 1994 y el 31 de marzo de 1996, porque el actor es beneficiario del citado régimen de transición.
Solicita que se declare que le es aplicable el régimen de transición y que en consecuencia la mesada pensional debe ser reajustada como lo ordena el inciso 3° del Artículo 36 de la Ley 100 de 1993.

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

· ¿Es posible ordenar el reajuste de la pensión de vejez del demandante conforme a lo señalado por el inciso 3° del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, a pesar de habérsele reconocido la pensión de vejez con base en el Acuerdo 049 de 1990, por haber cumplido con la totalidad de los requisitos para pensionarse con anterioridad al 1° de abril de 1994, esto es, sin necesidad de acudir al régimen de transición? 
· ¿Cuál es la fecha que determina la legislación a aplicar para efectos del reconocimiento de la pensión de vejez: la del cumplimiento de los requisitos o la de la última cotización realizada?

Del contenido de la historia laboral visible a folios 147 y s.s., se puede afirmar que el señor Augusto Ramírez Barrera, antes del 01 de abril de 1994 – fecha de entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993-  ya había alcanzado la totalidad de requisitos para acceder a la pensión de vejez, de acuerdo con la legislación vigente, esto es, el Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 de la misma anualidad, toda vez que acreditaba un total de 1011.7142 semanas de cotización y arribó a la edad de 60 años el 26 de agosto de 1992 (fl. 25).

Ahora bien, del contenido de los actos administrativos a través de los cuales la entidad accionada le reconoció la pensión de vejez al actor, se puede observar que la concesión del derecho pensional se realizó con base en el régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, el cual permite la remisión a la legislación anterior para reconocer derechos pensionales.

De acuerdo con lo expuesto en el párrafo antecedente al haberse reconocido la pensión de vejez al señor Augusto Ramírez Barrera, en aplicación del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, en principio sería viable acceder a lo peticionado a través de este proceso, no obstante encuentra esta Sala de Decisión que ello no será posible porque si bien, de las pruebas documentales que reposan en el infolio se afirma que el reconocimiento pensional se realizó aplicando el régimen de transición, lo cierto es que ello, se debe a un error de redacción, presuntamente por la improvisación en relación con la aplicación de la nueva ley de seguridad social para esa época -1996-, lo cual no puede pasarse por alto para acceder a la petición de reajuste cuando no hay lugar a ella, recogiendo de esta manera los argumentos esbozados por la funcionaria de primer grado para denegar el derecho solicitado. 
En la alzada, la parte actora señaló que contrario a lo argumentado en la decisión de primer grado, su mandante si es beneficiario del régimen de transición porque alcanzó la totalidad de requisitos para acceder a la pensión de vejez el 31 de marzo de 1996, cuando realizó la última cotización al sistema de seguridad social en pensiones, frente a lo cual ha de indicarse que con esos argumentos, lo único que se evidencia es una falta de comprensión por parte del togado respecto de la fecha de causación del derecho pensional y la fecha de disfrute del mismo, situación esta última que no determina la legislación ha aplicar.
Respecto al tema anterior, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, se pronunció entre otras, en sentencia de 24 de marzo de 2000, radicación 13425, algunos de cuyos apartes se considera oportuno reproducir, así: 

“Tal como lo resalta el impugnante, no es dable confundir la causación de la pensión de vejez con su disfrute. La primera ocurre desde el momento mismo en que el afiliado reúne los requisitos mínimos de edad y densidad de cotizaciones exigidos normativamente; en cambio, el disfrute de la pensión y su cuantía definitiva, una vez causada la pensión, están en función del momento en que lo solicite el afiliado, pero siempre y cuando haya acreditado su desafiliación al seguro de vejez”.

“Así lo entendió en lo fundamental el tribunal, al aplicar e interpretar acertadamente el artículo 13 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990, que no tiene el sentido pretendido por la censura. Al respecto cabe precisar que, reunidos los requisitos mínimos del régimen de beneficio definido prescritos en los reglamentos o en la Ley, puede el asegurado solicitar la pensión de vejez que se ha causado en su favor. Mas, como es lógico, la tramitación de su petición puede requerir de un tiempo prudencial mientras el ente asegurador comprueba que se han cumplido satisfactoriamente las condiciones respectivas. Entretanto continuará el pago de las cotizaciones que muy seguramente aumentarán el valor de la pensión reclamada”.


La providencia citada, sirve de apoyo para desestimar los argumentos expuestos por la representante judicial del actor, con relación al hecho de que la fecha de causación del derecho pensional concurre con la fecha de pago de la última cotización al sistema general de pensiones lo cual no es cierto para este caso, como se expuso en su momento. Tampoco lo es, que la legislación aplicable para el reconocimiento de la pensión es la vigente para la fecha de la última cotización como pretende sugerirlo el actor porque en realidad la norma que regula la pensión es la que se encuentre vigente al momento de cumplirse con la totalidad de los requisitos establecidos para pensionarse.

Existiendo claridad en cuanto a la legislación aplicable al momento de cumplirse con la totalidad de los requisitos establecidos para acceder al reconocimiento del derecho pensional, resta solamente manifestar que las cotizaciones efectuadas con posterioridad al cumplimiento del margen mínimo de cotizaciones sólo sirven para acrecer el monto de la pensión, pero no generan la posibilidad de aplicación de una nueva normatividad.


Así las cosas, si la pensión del actor fue reconocida con base en el Acuerdo 049 de 1990, por cumplir con los requisitos establecidos en dicho régimen con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, esto es, antes del 01 de abril de 1994, no hay lugar a aplicar el régimen de transición introducido, el cual – recuérdese- beneficia a quien está en proceso de adquirir un derecho con base en normas anteriores, por cumplir los requisitos que el legislador tuvo a bien exigir, pero cuya utilidad desaparece cuando se está en presencia de un derecho consolidado con la legislación anterior, en cuyo caso sin necesidad de acudir a la figura de la “transición” se respeta los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas anteriores, conforme reza el artículo 11 de la Ley 100 de 1993
.


Ahora bien, si esto es así, es decir, si se respeta la legislación anterior para quienes a la fecha de vigencia de la Ley 100 hayan cumplido los requisitos para acceder a una pensión – como en el presente caso-, no hay lugar a aplicar normas de la Ley 100 sino solamente las de la ley anterior con base en el principio de integralidad o conglobamento, salvo lo estipulado en los artículos 40 y 41 del Decreto 692 de 1994.

Tan cierto resulta lo anterior, que el inciso 3° de la Ley 100 de 1993 que depreca el actor, impide su aplicación para derechos ya consolidados porque sólo regula la forma de liquidar el IBL para quienes les falta menos de 10 años para adquirir el derecho, situación que no ocurre en el presente caso, porque cuando entró a regir la norma, ya el demandante había adquirido el derecho a pensionarse por haber cumplido con el mínimo de semanas cotizadas y la edad.

A tono con lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 29 de mayo de 2009 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso Ordinario promovido por AUGUSTO RAMÍREZ BARRERA contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en esta providencia. 

SEGUNDO.- Sin costas en esta instancia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

(Impedido)

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� LEY 100 DE 1993. ARTÍCULO 11: El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará a todos los habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para quienes a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos los órdenes del régimen de Prima Media y del sector privado en general. Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que le asiste a las partes y que el tribunal de arbitramento dirima las diferencias entre las partes.





